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El Acuerdo
de Escazú
y la defensa del
medio ambiente
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El Acuerdo Regional sobre Acceso a la Información, la 

Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos 

Ambientales en América Latina y el Caribe, conocido 

como Acuerdo de Escazú, es definido por la Comisión 

Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) como 

un tratado negociado y acordado en forma transparen-

te y participativa por 24 países de América Latina y el Ca-

ribe, en el que se definen protocolos para la protección 

del ambiente y la participación ciudadana. 

Este documento busca prevenir y disminuir los conflic-

tos socioambientales de la región, compromete a los 

países firmantes para que garanticen a la ciudadanía 

tres derechos imprescindibles: el acceso a la informa-

ción, la participación ciudadana y el acceso a la justicia 

en materia ambiental. Es el único acuerdo en el mundo 

donde los Estados protegen a las personas defensoras 

del ambiente. 

¿Cómo se originó? 
El acuerdo es resultado de la Conferencia de las Nacio-

nes Unidas sobre el Desarrollo Sostenible (Río+20), rea-

lizada en 2012, y de la Decisión de Santiago adoptada 

en 2014. Luego de dos años de preparación y negocia-

ciones entre los países de América Latina y el Caribe, se 

concretó el Acuerdo internacional y fue adoptado el 4 

de marzo de 2018 en Escazú, Costa Rica, por lo cual lleva 

su nombre (Argentina Unida, 2020).

Este instrumento está basado en el principio número 10 

de la Declaración de Río, que es la Conferencia de las Na-

ciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo 

Sostenible que destaca la importancia de que la ciudada-

nía cuente con acceso a información, a la participación y a 

la justicia en cuestiones ambientales (SPDA, 2018).

Para su entrada en vigor se necesitaba que al menos 11 

de los Estados firmantes lo ratificaran. El 5 de noviem-

bre de 2020, el senado mexicano ratificó el Acuerdo de 

Escazú y así inició el camino formal para entrar en vigor 

(Argentina Unida, 2020).

América Latina y el Caribe es la región más peligrosa 

para las personas defensoras del ambiente en el mundo, 

es donde se ha desarrollado este instrumento pionero 

para la protección ambiental desde un enfoque de de-

rechos humanos. 

En contextos como el de 
México, en el que existe un 
escenario de violencia traducido 
en constantes agresiones y 
asesinatos de las personas 
defensoras del medio ambiente, 
el Acuerdo de Escazú es 
más que necesario, ya que 
busca prevenir conflictos 
socioambientales y sobre 
todo busca la protección de 
las personas defensoras del 
ambiente. Con la difusión 
de este acuerdo se informa, 
se genera conciencia en las 
personas y se visibiliza la 
problemática que existe en 
relacion con este tema. 
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Objetivos del acuerdo
En sus artículos 1 y 7 el Acuerdo de Escazú define sus obje-

tivos centrales, en los cuales se sostiene que las decisiones 

sobre cuestiones que afectan al medio ambiente deben 

tomarse de la mano con las y los ciudadanos.

La sociedad debe ser escuchada cuando se tomen decisio-

nes sobre el medio ambiente, para lograr esto, el acuerdo 

dice que cualquier persona podrá solicitar a su gobierno 

información sobre el medio ambiente en general, por dar 

algunos ejemplos, el estado de la contaminación del agua 

en el país, o el impacto sobre el medio ambiente de un 

proyecto en particular, como una mina (CEPAL, 2018).

Las autoridades tendrán un plazo de 30 días para respon-

der de una forma entendible, el Estado también tendrá 

que contar con un sistema donde cualquier persona pue-

da consultar fácilmente información actualizada relativa al 

medio ambiente.

Este acuerdo también tiene como finalidad que las 

personas participen en la toma de decisiones que im-

pacten el medio ambiente, a través de la obligación de 

las autoridades para someter a consulta los proyectos de 

interés ambiental. Dicha consulta deberá considerar la cul-

tura y el idioma de las personas, los pueblos indígenas no 

sólo deberán ser consultados, sino que se buscará su con-

sentimiento tal y como lo prevé el derecho internacional.

Asimismo, las personas podrán recurrir a los tribunales o 

a mecanismos alternativos de resolución de disputas si su 

derecho a solicitar información o a participar no es respe-

tado. También podrán recibir reparaciones en caso de ha-

ber sido víctimas si se causaron daños al medio ambiente. 

Algo muy importante del acuerdo es que menciona que 

las personas, grupos y organizaciones que defienden el 

medio ambiente podrán hacerlo de forma segura (Amnis-

tía Internacional Argentina, 2018).

Para que el Acuerdo de Escazú se implemente de forma 

efectiva, los países tendrán que capacitar a sus autoridades y 

funcionarios, sensibilizar a sus poblaciones a través de cam-

pañas informativas o programas educativos en las escuelas y 

fortalecer los registros y sistemas de información ambiental.

Primer tratado en reconocer los derechos de las perso-

nas defensoras de derechos ambientales. 

¡LA JUSTICIA AMBIENTAL ES UN DERECHO!
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El Acuerdo de Escazú involucra y reconoce los derechos 

de las personas, grupos y organizaciones que defienden 

derechos humanos en asuntos ambientales. Este trata-

do, como el primero en el mundo de esta naturaleza, 

llega para proteger y hacer valer los derechos de las per-

sonas en la lucha por defender la naturaleza.

En la actualidad y por la actividad que emprenden, los 

defensores ambientales son víctimas de acoso, hostiga-

miento y otras agresiones más graves como homicidios. 

En el caso de México, no se reconoce protección plena a 

su actividad y pocas veces se emprenden acciones para 

proteger a estas personas contra agresores por la labor 

que realizan. Ante esta situación, la Organización Interna-

cional Global Witness (2020) ha referido que en América 

Latina y el Caribe, Colombia, Brasil, México, Guatemala y 

Honduras se encuentran entre los países más peligrosos 

para defender la tierra, el territorio y el medio ambiente. 

  

De acuerdo con el informe sobre la situación de las per-

sonas defensoras de los derechos humanos ambientales 

realizado por el Centro Mexicano de Derecho Ambien-

tal en 2020, el número total de agresiones contabiliza-

das en el año 2020 fue de 90 perpetradas en 65 ataques 

distintos. Con estas cifras, el 2020 se posicionó como el 

más violento para el ejercicio de la defensa de los dere-

chos humanos ambientales por segundo año consecu-

tivo. La agresión más recurrente es el homicidio, con 18 

personas defensoras ambientales asesinadas. 

El acuerdo de Escazú, además, pretende procurar el 

mayor acceso a la justicia de las poblaciones vulneradas 

y más desprotegidas, ya que, como se ve son estas las 

personas que difícilmente acceden, con este acuerdo 

buscan también romper con las limitaciones que impi-

den su acceso a la justicia. 

Países que lo han ratificado
La ratificación es un gran paso en en la protección ambien-

tal y acceso a la información para quienes desempeñan ac-

ciones de defensa ambiental, ya que es importante enfati-

zar y poner en práctica las disposiciones del acuerdo para 

que en los países firmantes se implementen las medidas 

necesarias para que las personas defensoras ambientales 

puedan ejercer de manera libre y sin hostigamientos ni cri-

minalización su labor. A continuación se muestran datos 

sobre los países a los que se puso a disposición el acuerdo, 

los firmantes y los que ratificaron:

Países de América Latina a los que 33

se puso a disposición  el acuerdo 

Países que firmaron el acuerdo 24

Países que ratificaron el acuerdo 11

Antigua y Barbuda 

Argentina 

Bélice 

Bolivia 

Brasil 

Colombia 

Costa Rica 

Dominica 

Ecuador  

Granada 

Guatemala 

Guyana 

Haití 

Jamaica 

México 

Nicaragua 

Panamá 

Paraguay 

Perú 

República Dominicana 

Saint Kitts y Nevis 

San Vicente y las Granadinas 

Santa Lucía 

Uruguay 

Firma y ratificación del Acuerdo de Escazú

Países que firmaron el acuerdo de Escazú Ratificaron

¿Cómo se protege a las personas defensoras 
de los derechos humanos-ambientales?
Las personas defensoras del ambiente tienen derecho 

a estar protegidas en su trabajo, por eso los estados 

deben promover un entorno seguro en el que puedan 

operar sin amenazas, impedimentos e inseguridad. 

Para garantizar esta protección tienen que adoptarse 

medidas, incluso de carácter urgente por el creciente 

número de conflictos socioambientales que existen.
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En las implementación de dichas medidas debe 

considerarse lo siguiente: adoptar y aplicar leyes que pro-

tejan a las personas defensoras de los derechos humanos 

y del ambiente de conformidad con el derecho interna-

cional de los derechos humanos, garantizar una inves-

tigación pronta y efectiva de las violaciones a sus dere-

chos, apoyar a organizaciones de derechos humanos que 

se dediquen a la defensa de los mismos, reconocer de 

manera pública la importancia del papel de las personas 

defensoras de derechos humanos y del ambiente y, sobre 

todo, establecer programas de protección que involucren 

estratégias y rutas en favor de las personas defensoras.

Según el informe del relator especial de Naciones Uni-

das, Michel Forst: 

La causa de las violaciones sistemáticas de los derechos 

humanos, reside en el desequilibrio de poder entre el 

Estado y las comunidades locales, debido a la exclusión 

al acceso a la información y a la participación pública 

en la toma de decisiones respecto a la explotación de 

los recursos naturales, y el respeto equitativo de los 

beneficios económicos resultantes. Ese desequilibrio 

afecta en cuestión a todas las personas que viven en 

el medio rural y no cuentan con el acceso a la justicia, 

estas personas suelen ser líderes indígenas que defien-

den territorios ancestrales ante los daños ambientales 

que proyectos de desarrollo provocan a gran medida 

(Romeo, 2020). 

Esto es lo que generalmente afecta a las personas de-

fensoras, entonces, todos los que viven en un medio ru-

ral o urbano, deben contar con el acceso a la justicia, la 

participación pública en asuntos ambientales y el acce-

so a la información para que no exista este desequilibrio 

de poder. El derecho y las obligaciones corresponden 

a todas las personas que habiten en el país mexicano, 

por ende, se evitaría que se vulneren los derechos de las 

personas defensoras de los derechos ambientales, prin-

cipalmente, a los defensores indígenas de los derechos 

humanos ambientales. 

¿Por qué es importante la ratificación en México?
Es menester, ya que la justicia ambiental será cada vez 

más proactiva, el acceso a la información y a la partici-

pación pública en asuntos ambientales implementaría 

en la sociedad más conciencia para proteger el medio 

ambiente, iniciando con sus actividades diarias, para 
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combatir con la contaminación ambiental y así, tener 

una mejor calidad de aire, y de vida. Pero, sobre todo, 

se velarían los derechos de las personas defensoras del 

medio ambiente de forma que se disminuyan las agre-

siones que a menudo presentan.

Entrada en vigor del Acuerdo de Escazú 
Gracias a que México se convirtió en el décimo primer 

país en ratificar el acuerdo, el pasado 22 de enero de 

2021, el acuerdo fue depositado ante la sede de las Na-

ciones Unidas en Nueva York, para que una vez transcu-

rridos 90 días de ratificado, finalmente pueda entrar en 

vigor. La fecha establecida fue el 22 de abril del presente 

año, que además coincide con el Día Internacional de la 

Madre Tierra. Desde ese día, los países se ven obligados 

a aceptar las disposiciones del acuerdo sobre materia de 

derechos ambientales.      

Conclusiones
La implementación del Acuerdo de Escazú es una res-

puesta a la problemática que enfrenta gran parte de 

los países que conforman América Latina, en donde se 

registra el mayor número de agresiones para estas per-

sonas, en razón de que se traduce en el cumplimiento 

de la obligación que tiene México con el Derecho Inter-

nacional de los Derechos Humanos. 

Dada la situación, es importante visibilizar los contextos 

en los que se dan los conflictos socioambientales que 

involucran recursos naturales y, sobre todo, grupos vul-

nerables que presentan obstáculos en el acceso a la justi-

cia, ya sea por su ubicación geográfica, falta de recursos y 

muchas veces víctimas de despojo por desconocimiento, 

de esta manera se podrá reconocer y dignificar el trabajo 

de las personas defensoras que acompañan y asesoran a 

estas personas en situación vulnerable.

Este acuerdo permitirá la participación activa de las per-

sonas en la toma de decisiones que tendrán impacto en 

la sociedad en general y su forma de vida. La existencia de 

un instrumento como este, que establezca disposiciones 

que protejan a las personas y al medio ambiente, es un 

gran paso que contribuye a la salvaguarda de los recursos 

naturales y, por lo tanto, la preservación de la vida.   
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